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Para Bolivia, la rebelión del 12 y 13 de febrero de este año puso en evidencia no sólo la profunda crisis por la que atraviesa nuestro país, sino fundamentalmente la falta de legitimidad del Estado boliviano. Lo preocupante de esta situación es que, de un tiempo a esta parte, desde la publicitada “Guerra del Agua”, en Cochabamba (2000), pasando por los conflictos campesinos que tuvieron lugar en el altiplano paceño (2001), hasta llegar a las movilizaciones de los productores de coca en Cochabamba (2002), este tipo de sucesos se han convertido en hechos cotidianos que poco o nada sorprenden ya al país.

Si bien esas otras movilizaciones aglutinaron en su momento a un grupo social determinado, propugnando la consecución de demandas claramente establecidas, el conflicto del “febrero negro”, como se lo denominó por su trágico desenlace, es, desde todo punto de vista, más complejo. En primer lugar, porque el grupo insurgente estaba constituido por una heterogeneidad de actores sociales, difícilmente identificables por su movilidad y su dinamismo y porque, la rapidez con la que transcurrieron los acontecimientos, determinó que el movimiento no se mantuviera estático sino que se transformara conforme sucedían los hechos. 

En segundo lugar, porque la movilización de febrero conjugó varios elementos. El descontento social acumulado por el fracaso del modelo económico neoliberal, la protesta frente a una nueva embestida –el “impuestazo” del Goni a requerimiento del Fondo Monetario Internacional 
—, la impotencia de la gente y la posibilidad de expresar esa inconformidad a través de la desobediencia y la contravención, en un clima donde imperaba el caos y el desgobierno.

Se trató, desde todo punto de vista, de un momento muy particular para Bolivia, ya que por espacio de casi dos días el país dejó de tener reglas y normas, en un clima que propiciaba el quebrantamiento, la desobediencia y la transgresión del orden establecido. El amotinamiento policial, en protesta por el “impuestazo” decretado por el gobierno, y el posterior enfrentamiento entre la Policía y el Ejército) contribuyeron a ello. Lo demás, tal vez, era previsible...

“El ‘impuestazo’ a todo el pueblo afecta”

Todo comenzó el 11 de febrero, con el anuncio del presidente Gonzalo Sánchez de Lozada de crear un impuesto a los salarios en función de los ingresos que perciben los trabajadores, medida con la cual se buscaba disminuir el déficit fiscal y conseguir recursos para poner en marcha su divulgado programa de “Obras con Empleos”. El solo anuncio provocó el rechazo unánime y generalizado de los empresarios bolivianos, los partidos políticos de la oposición y las organizaciones laborales, quienes, desde un principio, amenazaron con resistir férreamente la medida. 

Al día siguiente del comunicado gubernamental, la Central Obrera Boliviana (COB), rompió las negociaciones que llevaba adelante con el gobierno
, instruyendo un paro de 24 horas y anunciando, a través de sus principales dirigentes, desobediencia civil al “impuestazo”. Por su parte, el sector de los campesinos, a la cabeza del líder de la Confederación Sindical Unica de Trabajadores Campesino de Bolivia (CSUTCB), no quiso quedarse al margen de las protestas sociales y propuso una “revuelta” contra el gobierno, en coordinación con otras organizaciones sindicales del país.

Tampoco el denominado Estado Mayor del Pueblo, compuesto por dirigentes de organizaciones sociales opositoras al gobierno
, permaneció impasible frente a la “asonada” y convocó a una movilización en la ciudad de Cochabamba en rechazo al “impuestazo” propuesto por Goni. En medio de este clima, las Universidades del país se declararon en emergencia y anunciaron el inicio de movilizaciones ante la intención gubernamental de no incrementar su presupuesto.

La Confederación de Empresarios Privados de Bolivia (CEPB), en reunión de emergencia, resolvió solicitar una audiencia urgente con el presidente Gonzalo Sánchez de Lozada para plantearle revertir el proyecto de impuesto al salario, en vista de que éste reduciría ostensiblemente el consumo, afectando a la inversión y aumentando el desempleo en el país.

Como era previsible, el descontento contra el “impuestazo” estalló estruendosamente y su epicentro fue el Regimiento 2 de Policías de la ciudad de La Paz, donde oficiales y miembros de la tropa policial decidieron lanzarse al acuertelamiento, en protesta por lo que definían como un “atentado a la economía de la clase subalterna” y “una predestinación a la miseria y el hambre”
. 

Al margen de este tema, los uniformados demandaban al gobierno el incremento del cuarenta por ciento de sus sueldos, además de otros puntos incluidos en un pliego petitorio que se estaba negociando precisamente en esos momentos entre representantes gubernamentales y el Alto Mando policial. Con todo, era una movilización en la que clases, policías y oficiales, hacían causa común y protestaban contra el gobierno y los “maltratos” que habían recibido de parte de éste, en lo que se refiere al cumplimiento de los compromisos adquiridos con su sector.

Pero, el estrépito de la batalla recién estaba por comenzar. El amotinamiento de los policías derivó en violentos enfrentamientos armados con miembros del Ejército, los cuales tuvieron lugar en las inmediaciones de la Plaza Murillo, el símbolo del poder estatal y lugar donde están ubicadas las principales instituciones del Estado: el Palacio de Gobierno y el Parlamento. 

Por un día, el centro de la ciudad de La Paz, sede de gobierno, fungió como “campo de batalla”, donde se disparaba indiscriminadamente a fuego cruzado. El enfrentamiento duró casi dos días y ni siguiera el anuncio presidencial de “repliegue de tropas“, hecho por el primer mandatario de la nación en una segunda conferencia de prensa dirigida al país
, logró calmar los exaltados ánimos de los combatientes. Es que, para complicar aún más la situación, éste era un viejo conflicto que había sido avivado por la llama de los acontecimientos
.

Paz para Bolivia

Mientras el Papa Juan Pablo II, el presidente de los Estados Unidos, el secretario general de la Organización de las Naciones Unidas, entre otros, se pronunciaban en pro del diálogo y la paz en Bolivia, las expresiones de descontento en otras ciudades del país iban en aumento. A la movilización de los policías, se sumaron cientos de manifestantes que se apropiaron de las calles para hacer escuchar su descontento y hacer evidente su protesta.

Era una insurrección que buscaba rebelarse contra la institucionalidad vigente en el país, no otra cosa se desprende del masivo ataque del que fueron objeto las principales entidades públicas del Estado (Alcaldía, Ministerios, etc.) y las sedes de los partidos políticos en La Paz, El Alto, Cochabamba y otras ciudades del país.

Pero, si el ataque en contra de las principales instituciones públicas del Estado no fue casual, tampoco lo fue la agresión que sufrieron en varias ciudades de Bolivia las sedes de los principales partidos políticos de tinte tradicional, instituciones éstas que se encuentran profundamente desprestigiadas frente a los ojos de la población, siendo responsabilizados por la situación que atraviesa actualmente el país.

Sin embargo, a medida que transcurría el tiempo, ya no eran sólo los edificios públicos del Estado los blancos de la ira colectiva, sino también inmuebles de empresas públicas y privadas, símbolos de la pujanza y la opulencia de la que la mayoría de los protagonistas de esta rebelión están excluidos. 

Si bien, el alzamiento de los policías y el conflicto armado que enfrentó a las dos instituciones coercitivas del Estado se desarrolló en la sede de gobierno, sus efectos se sintieron también en el resto del país, ya que en otros departamentos los miembros de la institución policial se encontraron frente a una situación de incredulidad e incertidumbre respecto a los acontecimientos ¿Cómo salir a las calles a cumplir la misión de resguardar el orden público si sus camaradas en la sede de gobierno eran víctimas de la represión gubernamental?
.

Una cosa lleva a la otra...

El Palacio de Gobierno fue apedreado, el Ministerio de Hacienda fue incendiado y saqueado. La Alcaldía de El Alto de La Paz, fue literalmente asaltada. Se trataba de una rebelión que se estrellaba en contra del sistema y sus instituciones, utilizando sus emblemas como blanco de su ira, una ira en la cual se mezclaban la impotencia, el resentimiento, la desesperanza y la incertidumbre de quienes permanecen al margen del país, de quienes son, como alguien dijo, con aguda certeza, los de la “otra Bolivia”....

Pero, a diferencia de otras movilizaciones, la de febrero tuvo como protagonista a un conglomerado de individuos que se movilizó en las calles sin una aparente adscripción política y organizativa, lo que les llevó a actuar en función de su propia individualidad
. Febrero fue la expresión de algo muy concreto, fue la movilización desesperada de la gente con hambre, de la gente con frustración, con resentimiento, con desilusión, con desesperanza y con desconfianza frente a su futuro y al de sus hijos en este país que no le ofrece oportunidades para salir adelante. 

Igual que en otras circunstancias que nos tocó vivir, éste fue un momento de revelación, en el sentido estricto del término, ya que a más de los actos de vandalismo que tuvieron lugar en las principales ciudades de Bolivia, esta insurrección popular se nutrió del descontento social. Descontento éste que, desde hace mucho tiempo atrás, se había estado gestando al interior de varios sectores del país y que estaba esperando el momento oportuno para manifestarse. Y, esta oportunidad surgió en febrero, con el “impuestazo”, con el amotinamiento de los policías, con el enfrentamiento entre estos y los militares, con el ataque al Palacio de Gobierno, y... una cosa, lleva a la otra...

Si bien es cierto que esta movilización social derivó en saqueos y otras acciones de este tipo, esto fue porque el momento era propicio para la transgresión de las reglas establecidas, para manifestar discrepancias, desacuerdos y rebeldías acumuladas frente a una determinada forma de llevar adelante las cosas, frente a cierto orden, con el que no siempre se está de acuerdo, porque éste no toma en cuenta a todos sino sólo a algunos, porque es un orden de conveniencia, que favorece a unos pocos y discrimina a otros.

“Dios salve a Bolivia”

Finalmente, estos sucesos obligaron al presidente Sánchez de Lozada a retractarse, dejando sin efecto su proyecto de impuesto al salario. A dos días de su anuncio, en un mensaje de televisión, Goni retrocedió, retirando el proyecto de presupuesto enviado al Congreso Nacional de la República, obligado por la fuerza de las circunstancias.

Por su parte, después de dos días de repliegue, los efectivos policiales volvieron a las calles para controlar los acciones que estaban siendo cometidas por grupos de jóvenes y adolescentes contra tiendas comerciales, puestos de venta y algunos edificios. Los efectivos militares volvieron a sus cuarteles. Poco a poco, la calma retornó a las calles y el país volvió a la “normalidad”.

A tres meses de esos acontecimientos, la Organización de Estados Americanos (OEA), encargada de esclarecer si se trató o no de una conspiración contra el presidente, atribuyó toda la responsabilidad de la convulsión social a la Policía Nacional, coincidiendo con el vicepresidente de la República, Carlos Mesa, en que el 12 y el 13 de febrero los militares defendieron la institucionalidad del país.

Si bien la necesidad del Estado de recaudar recursos en la perspectiva de cumplir las exigencias del FMI de disminuir el déficit y reactivar el aparato productivo del Estado, determinó que el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada decidiera aplicar un impuesto directo a los salarios de los trabajadores, lo cierto es que esta medida ha contribuido a desacreditar aún más al gobierno frente a los ojos de la sociedad civil. 

Ya no se trata solamente de la “supuesta” incapacidad gubernamental para resolver los problemas del país –ya han transcurrido 10 meses de su gobierno y, aparentemente, las cosas siguen igual, reclaman varios sectores—, sino también de la imposibilidad de llevar adelante y cumplir acuerdos y pactos sociales internos, sin los cuales es casi imposible mirar adelante. 

No es acaso en cierta forma justificada la “desconfianza” que demuestran algunos sectores sociales respecto a la Tregua Social convocada por Sánchez de Lozada? O, para decirlo de otro modo, cómo hablar de “Tregua Social”, en un clima donde todavía se respiran los aires de febrero y todavía queda el recuerdo de un “impuestazo”, que pretendía cargar al pueblo todo el peso del déficit fiscal? No es acaso urgente recuperar antes esa credibilidad frente al país con acciones que apunten a superar la situación que se vive actualmente en Bolivia?

Es evidente que ante presiones internacionales como las del FMI, poco o nada puede hacer nuestro país, pero también es cierto que, si se quiere pensar a futuro, hay que buscar alguna forma de que los costos sociales de la aplicación de un modelo, el neoliberal, ya no recaigan en las mayorías empobrecidas y debilitadas económica, social y políticamente. Cualquier solución que se dé a este tema tiene que pasar por una respuesta estructural, que pueda solventar las limitaciones del actual modelo. 

La superación de la crisis económica y política por la que atraviesa el país no pasa solamente por la reducción de ministerios y el achicamiento de los gastos del Poder Ejecutivo
. Pasa por el establecimiento de mecanismos que permitan superar la pobreza, la marginación y la exclusión social a la que están relegados amplios sectores del país. Los límites alcanzados el 12 y 13 de febrero exigen la búsqueda de salidas plausibles a estos problemas, para que así la “historia” no se vuelva a repetir.

* Socióloga, investigadora adjunta del centro de Estudios de la Realidad Económica y Social, CERES, (Cochabamba – Bolivia).


� En el marco del Presupuesto General de la Nación 2003, el 9 de febrero el presidente Gonzalo Sánchez de Lozada presentó al país su propuesta para luchar contra el déficit fiscal, que el 2002 fue de 8,6 por ciento del Producto Interno Bruto (PIB), a través de la aplicación de un tributo directo y gradual a los salarios, la austeridad fiscal y el incremento de las recaudaciones petroleras. El proyecto proponía la reducción del 10 por ciento a los gastos burocráticos del Gobierno Central y de los poderes Legislativo y Judicial, además de la reducción en 0,5 por ciento a los impuestos al consumo (IVA) y a las transacciones (IT). Con la rebaja de estos impuestos, el Gobierno buscaba devolver a la economía 280 millones de bolivianos y cerrar la brecha del déficit fiscal mediante el impuesto escalonado al salario, medida destinada a generar un mayor aporte de quienes tienen mayores ingresos. Esta medida afectaría el salario de 500 mil trabajadores bolivianos (Los Tiempos, 10 de febrero de 2003).





� Entre otros temas, el gobierno y la Central Obrera Boliviana (COB) estaban negociando las reformas al Sistema Nacional de Seguridad Social. Aún antes de conocerse la nueva medida del gobierno, ya existía la amenaza de rompimiento de negociaciones por parte de la COB, debido a que, según sus dirigentes, en las mesas de trabajo instauradas no se habían registrado avances respecto a sus requerimientos.





� Uno de los máximos representantes de esta organización política es precisamente el dirigente de los productores de coca y líder del Movimiento al Socialismo (MAS), Evo Morales, quien ha asumido un rol protagónico durante la crisis de “gobernabilidad” que vivió hace poco Bolivia, cuando diferentes sectores demandaban la discusión de una reforma política y con ésta la posibilidad de llevar adelante una Asamblea Constituyente a través de la cual se pueda refundar el país.





� Los Tiempos, 12 de febrero de 2003.





� En este contexto, el gobierno de Sánchez de Lozada instruyó la suspensión de actividades en la administración pública y privada en todo el país, con el objetivo de precautelar la integridad de los funcionarios.





� La policía y el ejército boliviano guardan una fuerte “rivalidad” desde la revolución popular de abril de 1952, cuando obreros y mineros, apoyados por policías, derrocaron al presidente Enrique Hertzog, después de enfrentarse con el Ejército, leal al gobernante. Por otra parte, esta “rivalidad” ha sido alimentada por la “discriminación” de la que serían objetivo los policías por parte de los militares y, algunas veces, de la sociedad en general, no sólo por la procedencia de la mayoría de sus miembros, quienes pertenecen a estratos sociales bajos, sino también por el tipo de tareas que llevan a cabo y por los hechos de corrupción que se les atribuyen. 





� En Santa Cruz, por ejemplo, con los ánimos exaltados por los enfrentamientos que tenían lugar en La Paz, aproximadamente 1500 policías se amotinaron en la cárcel de Palmasola, donde se encuentran encarcelados los reos de alta peligrosidad.





� En su artículo “La muchedumbre”, publicado en el Semanario Pulso (Año 4, Número 185), Alvaro García Linera sostiene que el 12 de febrero habría surgido un nuevo movimiento social urbano, que aglutina a personas que carecen de filiación organizativa, que no sigue a nadie y que tampoco rinde cuentas a nadie: la muchedumbre.


� El 16 de febrero, en su tercer mensaje a la nación después de los conflictos del 12 y el 13, el presidente Gonzalo Sánchez de Lozada anunció un plan para reducir los gastos en el gobierno, así como un presupuesto equilibrado con un alto nivel de inversión pública para la generación de empleos (Los Tiempos, 17 de febrero de 2003).





